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LAS ASOCIACIONES PÚBLICO PRIVADAS 
 
 
RESUMEN 
 
En el siguiente documento se muestra la relación existente entre las entidades 
públicas y el sector privado, llamadas Asociaciones Público Privadas, que permiten 
beneficiar la parte social y de infraestructura de un territorio por medio de proyectos 
que generan desarrollo y progreso a su población, mejorando su posición económica 
y la calidad de los servicios a las necesidades públicas, lo anterior vigilado y 
coordinado por el Departamento Nacional de Planeación (DNP), que asegura la 
adecuada utilización de los recursos económicos para ser destinados en los objetivos 
que proporcionan desarrollo al país. 
  
 Palabras clave  
 
Contratación pública, asociaciones público privadas, proyecto, recursos públicos, 
inversión, viabilidad, factibilidad, prefactibilidad. 
 
ABSTRACT 
  
This document shows the connection between government entities and private 
companies, named Private Public Associations that benefit the society and 
infrastructure investment projects of a country, that generate development and 
progress to its population, allowing their improvement And economic position 
improving the quality of services to social needs, All of this monitored and 
coordinated by El Departamento Nacional de Planeación (DNP) that ensures the 
adequate use of economic resources to be allocated in the objectives that provide 
development to the country. 
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INTRODUCCIÓN 
 
La creación de las Asociaciones Público Privadas (APP) busca incentivar al sector a 
participar en la ejecución de los proyectos de infraestructura, proyectos que deben 
someterse a unos requisitos mínimos, y su retribución estará condicionada al 
cumplimiento de estos, siendo este método mucho más eficaz que la normatividad 
anterior, impulsado por la motivación de garantizar el retorno de esa infraestructura al 
Estado y generar una utilidad a través del derecho de la explotación económica de esa 
infraestructura o servicio prestado.  
  
Este documento es una práctica herramienta para dar a conocer de manera general 
todo lo que tiene que ver con las Asociaciones Público Privadas, sus requisitos, 
estructuración, procedimiento y toda la normatividad que las enmarca, no solo para 
las entidades públicas que ya deben tener su metodología clara, sino también para 
todas las compañías de carácter privado que están interesadas en incursionar y apoyar 
todos los proyectos de infraestructura nacional, buscando un objetivo común, como lo 
es el desarrollo del país. 
 
 
1. CONCEPTOS PRINCIPALES 
 
 En todos los países la infraestructura es de suma importancia no solo por la cobertura 
de las necesidades públicas y sociales, sino también por la economía y competitividad 
frente a los tratados de libre comercio, y a su vez frente al posicionamiento global, 
puesto que estos dos factores son elementos fundamentales en el desarrollo nacional, 
por ejemplo en la eficaz prestación de servicios públicos como educación, salud, 
transporte y la conexión entre regiones, entre otros, para lo cual resulta indispensable 
la participación del sector privado, puesto que los recursos públicos son insuficientes. 
Se hace necesario entonces replantear modelos usuales mediante la utilización de 
inversión de particulares, siendo allí donde el Estado colombiano analiza los modelos 
de asociaciones público privadas de otros países y expide la Ley 1508 de 2012, la 
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cual establece el régimen jurídico de las Asociaciones Público Privadas, y dicta 
normas orgánicas de presupuesto, entre otras disposiciones (PROCURADURÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN, 2015).  
  
 Esta norma incentiva la participación del sector privado para el desarrollo de la 
infraestructura que demanda el país, y busca atraer nuevos inversionistas en proyectos 
que pueden ser promovidos de dos maneras, según las modalidades de Asociaciones 
Público Privadas: de iniciativa pública con recursos públicos, o proyectos que partan 
de una iniciativa privada, donde el particular realiza la inversión a cambio del 
derecho a la explotación económica de esa infraestructura o servicio, y la entidad 
estatal es un socio que realiza los aportes para la materialización del proyecto. 
Mediante esta norma se establece, además, una serie de requisitos que definen la 
financiación y los servicios derivados del proyecto, determinando que la retribución 
al particular estará condicionada al cumplimiento de dichas formalidades y del eficaz 
desarrollo del propósito trazado, todo esto motivado por las utilidades de la inversión 
y del retorno que debe garantizar el particular al Estado colombiano (PROCURADURÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN, 2015). 
  
Se define la Asociación Público Privada (APP) como la unión entre diferentes 
entidades del Estado, y empresarios o inversionistas para desarrollar, impulsar y 
mantener obras de infraestructura en todos los sectores (ALCALDÍA DE BOGOTÁ, 
2016). 
 
2. MARCO NORMATIVO 
 
Mediante la Ley 80 de 1993 se expide el Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública, que se aplica a todas las entidades del Estado en todos los 
órdenes y niveles, y la faculta para celebrar contratos con particulares a través de 
mecanismos que garanticen una selección objetiva y pluralista.  
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Dicha Ley considera que el contratista cumple, entre otras, una función social que 
implica obligaciones, y que la entidad contratante y los órganos de control realizan 
una función correctiva y sancionatoria, en la que se encuentran autorizados para 
imponer sanciones al contratista, servidores públicos y terceros civilmente 
responsables que incumple con sus obligaciones, bien sea por acción u omisión en la 
actividad contractual (Ley 80 de 1993, Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública). 
 
Otra norma de gran importancia en nuestro ordenamiento jurídico que regula las 
asociaciones público privadas es la Ley 1150 de 2007; su gran novedad es la 
modificación parcial que realizó a la Ley 80, respecto de las modalidades de 
contratación, es decir que ya no se tendrá la licitación pública como única modalidad 
contractual, sino que introduce nuevas modalidades, como por ejemplo: selección 
abreviada de contratistas, concurso de méritos para la selección de consultores o 
proyectos, contratación directa, etc., con el objetivo fundante de garantizar la 
materialización de los principios que regulan el derecho contencioso administrativo, y 
en especial los principios rectores que regulan las asociaciones público privadas (Ley 
1150 de 2007). 
  
Como consecuencia de la evolución del Estado colombiano, y el aumento de la 
participación entre el sector público y privado, no solo en la infraestructura pública 
sino en todos los servicios que presta el Estado, el legislador consideró necesario 
expedir la Ley 1508 de 2012, por medio de la cual se establece el régimen jurídico de 
las Asociaciones Público Privadas, se dictan normas orgánicas de presupuesto y se 
dictan otras disposiciones. Esta Ley, además de controlar los procedimientos para 
presentar propuestas de particulares con el Estado, también regula cómo pueden 
incluirse dineros privados, por medio de iniciativas privadas o públicas, al avance de 
infraestructura en materia pública.  
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 Luego se expidió el Decreto Único Reglamentario 1082 de 2015, el cual se encargó 
de compilar, entre otros aspectos, los decretos reglamentarios sobre contratación 
estatal y asociaciones público privadas.  
 
Es importante mencionar que las normas que integraban el Decreto 1510 de 2013, 
compiladas por el este Decreto reglamentario, no presentaron modificaciones 
sustanciales, como tampoco las relacionadas con la capacidad residual ni las que 
reglamentan el tema de las asociaciones público privadas, toda vez que solo se 
omitieron las normas anuladas y las que tienen medida de suspensión provisional 
(Decreto 1082 de 2015). 
 
Finalmente, para armonizar las labores desarrolladas entre el sector público y privado, 
mediante la Ley 19 de 1958 se creó el Consejo Nacional de Política Económica y 
Social (CONPES), que es la máxima autoridad nacional de planeación y desempeña 
un papel fundante como asesor del Gobierno Nacional en todos los aspectos 
relacionados con el desarrollo económico y social del país. 
  
Para cumplir con cada uno de sus objetivos coordina y orienta a los organismos 
encargados de la dirección económica y social en el Gobierno, a través del estudio y 
aprobación de documentos sobre el desarrollo de políticas generales, razón por la cual 
expidió el CONPES 3760, que regula los proyectos viales bajo el esquema de 
asociaciones público privadas de cuarta generación de concesiones viales en 
Colombia, y presenta todos los lineamientos de política del programa. 
Los lineamientos se resumen en cuatro componentes principales:  
a) Estructuración eficaz para la aceleración de la inversión en infraestructura. 
b) Procesos de selección que promuevan participación con transparencia. 
c) Gestión contractual enfocada a resultados. 
d) Distribución de riesgos en el programa.  
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Estos lineamientos serán utilizados en la estructuración, contratación y ejecución de 
los proyectos de los corredores viales que se priorizan en este documento (CONPES 
3760 de 2013). 
 
3. ESTRUCTURACIÓN DEL PROYECTO 
La estructuración de un proyecto APP, tiene las siguientes etapas:  
 
3.1. ETAPA DE PREFACTIBILIDAD (DECRETO 1467 DE 2012, ART. 20).  
 
Permite evaluar el proyecto con anterioridad a su estructuración para evitar incurrir 
en gastos adicionales, o en proyectos no viables por motivos financieros, técnicos o 
legales. 
 
Cabe recordar que ésta etapa se debe realizar en todo proyecto para poder definir si es 
o no es viable. 
 
De acuerdo con los resultados que la prefactibilidad arroje se toma alguna decisión: 
estudiar más a fondo los aspectos que requiere el proyecto, llevar a cabo el proyecto, 
o si existe algún problema financiero, técnico o lega, postergar su realización hasta 
que se dé solución a los mismos.  
 
3.2. ETAPA DE FACTIBILIDAD (DECRETO 1467 DE 2012, ART. 24, MODIFICADO POR 
EL ART. 6° DEL DECRETO NACIONAL 1553 DE 2014, Y MODIFICADO POR EL ART. 5° 
DEL DECRETO NACIONAL 2043 DE 2014) 
  
Inicia después de que la entidad respalde los resultados de la prefactibildad, y 
profundiza en los estudios que este requiera. Debe haber una constante comunicación 
entre quien estructura el proyecto y la entidad pública.  
  
Dicha entidad, acompañada del estructurador del proyecto, debe solicitar la 
aprobación de los diferentes entes, como son: Concejos Municipales, Departamento 
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Nacional de Planeación, entidades territoriales de planeación, Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, CONFIS, CONPES, OCAD, etc.  
  
Igualmente hay otros soportes que el estructurador del proyecto debe tener en cuenta 
al momento de desarrollar el tema, como son los estudios financieros, técnicos y 
legales.  
  
Esta es una etapa en la que se usa gran parte de los recursos asignados, ya que son 
muchas las actividades a realizar; se deben evaluar todos los puntos del proyecto, y 
existir comunicación permanente entre la entidad contratante y el desarrollador del 
proyecto para evitar futuros gastos innecesarios por modificaciones a última hora. 
  
En las etapas de prefactibilidad y factibilidad se requieren recursos para poder 
realizar los estudios detallados del proyecto, y de esta manera justificar y tomar la 
decisión de declararlo viable y continuar con el mismo.  
 
3.3. JUSTIFICACIÓN GERENCIAL 
  
Para esto se debe contar con un equipo de trabajo que garantice el buen desarrollo del 
proyecto, teniendo en cuenta cuatro fases: estructuración, preparación, licitación y 
operación. Este equipo debe estar conformado por el director del proyecto, con el 
apoyo de personas que le apoyen en la parte financiera, legal y técnica. 
  
Es el director del proyecto la persona más importante, ya que es quien coordina, 
dirige y supervisa todas las actividades a desarrollar, y asimismo administra todos los 
aspectos esenciales, como el recurso humano, riesgos, presupuesto y cambios que se 
puedan presentar durante la realización del mismo.  
 Se debe contar con asesores, quienes ayudan en la justificación, evaluación técnica, 
legal y financiera, y en la estructuración del proyecto. Son los asesores quienes 
preparan el proyecto en todos sus detalles, lo justifican y estructuran, además 
colaboran con el desarrollo de las bases de licitación. 
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Cabe recordar que es la entidad contratante sobre la que cae la responsabilidad final 
del proyecto, por lo cual se debe seleccionar muy bien a los asesores contratados.  
 
3.3.1. Estructura organizacional 
  
El equipo de gestión de proyecto debe definir buenas prácticas, que faciliten su actuar 
con las instituciones encargadas de brindar apoyo al proyecto, como lo son el técnico, 
financiero, lineamientos y aprobación para que dicho proyecto se desarrolle de la 
mejor manera en sus diferentes fases. Una buena estructura organizacional asegura 
que se realicen bien los buenos proyectos, y define responsabilidades para que los 
implicados en el proyecto conozcan las tareas a su cargo: cómo lo van a hacer y con 
qué recursos cuentan. 
  
Este equipo debe tener responsabilidad y autoridad, además del presupuesto para que 
desde la misma fase de prefactibilidad tenga un buen desarrollo el proyecto a realizar. 
Dependiendo de lo complejo que sea el proyecto, será dicho presupuesto.  
 
3.4. JUSTIFICACIÓN ESTRATÉGICA  
  
En este punto se observan las necesidades que se atenderán a nivel social, verificando 
que el proyecto vaya enfocado a las políticas públicas del Gobierno. Se presenta un 
resumen ejecutivo del proyecto por parte de la entidad licitante y los asesores.  
 
3.5. JUSTIFICACIÓN ECONÓMICA  
 
Se debe hacer un exhaustivo análisis cuantitativo y cualitativo costo-beneficio para 
determinar cuál es la mejor opción de proyecto y cuál la mejor ruta de licitación. 
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3.6. JUSTIFICACIÓN FINANCIERA 
  
Se demuestra cuando se observa que es financieramente posible realizar el proyecto 
durante el curso del contrato, teniendo en cuenta los fondos públicos destinados al 
mismo proyecto. También aplica para cuando se le solicitan aportes al gobierno.  
  
La autoridad contratante y sus asesores son quienes deciden si el proyecto es 
financieramente asequible, con la construcción de un modelo económico (es decir que 
los costos del proyecto sean suficientemente cubiertos con los pagos o aportes 
realizados por la autoridad y los mismos usuarios) en el trámite del contrato.  
 
3.6.1. Determinación de costos durante la vida del proyecto  
  
 Es el centro del modelo financiero y su asequibilidad, para lo cual se debe contratar 
asesores especializados en el tema. 
 
La inversión tiene costos de diseño, implementación, construcción, mantenimiento, 
equipamiento, además administración y operación. 
 
3.6.2. Determinación de las fuentes de financiamiento 
  
Son varias las fuentes de financiamiento que se pueden tener en cuenta: institucional, 
fondos propios, deuda, sector público. 
 
3.6.3. Fuentes de ingreso 
 
Las fuentes de ingreso que se pueden tener son: 
 
a) Para APP de carácter social. La propia autoridad contratante puede poner a 
disposición del proyecto terrenos y activos. El Gobierno puede realizar 
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donaciones en capital, además de servicios varios que puede proporcionar el 
mismo proyecto, como restaurantes, gimnasios y cafeterías. 
 
b) Para APP de carácter productivo. Pagos realizados por los mismos usuarios 
(peajes) y explotación económica (pago por parqueaderos, arrendamientos, 
etc.). 
 
3.7. JUSTIFICACIÓN COMERCIAL/LEGAL 
  
Es donde se demuestra que ya el proyecto está suficientemente desarrollado y es 
viable. Se pueden resumir los riesgos del proyecto en tres grupos, así:  
 
a) Riesgos retenidos, en los que el responsable por los sobrecostos es el socio 
público.  
b) Riesgos transferidos, donde el responsable por los sobrecostos es el socio 
privado.  
c) Riesgos compartidos, en los que se reparten los sobrecostos ambos socios, 
privado y público (DNP, 2014). 
 
4. CONSIDERACIONES JURISPRUDENCIALES 
En el presente ensayo se desarrollan los referentes jurisprudenciales proferidos por la 
Corte Constitucional, en defecto del Consejo de Estado; el objetivo es adoptar esta 
Corte como punto de referencia, toda vez que es el máximo órgano de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa. El tema objeto de estudio pertenece al Derecho 
Administrativo, sin embargo, debido a que existe un incipiente desarrollo 
jurisprudencial por parte de esta Alta Corte frente al desarrollo de las APP, se decidió 
emplear como objeto de estudio los referentes jurisprudenciales de la Corte 
Constitucional, ya que es la que ha desarrollado dicho tema. 
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En primer lugar se pudo identificar que la Corte Constitucional, en el ejercicio de su 
función constitucional, ha proferido varios referentes jurisprudenciales respecto del 
régimen jurídico de las APP; uno de los casos analizados es la Sentencia C 595 de 
2014, dentro de la acción de inconstitucionalidad presentada por el señor John Fredy 
Silva Tenorio, en la cual consideró que el inciso tercero del artículo 20 de la Ley 
1508 de 2012 (Régimen Jurídico de las APP) va en contravía del debido proceso, 
toda vez que no es posible realizar modificaciones a las propuestas o proyectos 
presentados, una vez sean presentados y evaluados, excepto que dichas 
modificaciones versen sobre el cumplimiento de unos mínimos requisitos 
habilitantes. 
  
Otro pronunciamiento muy importante que realizó la Corte Constitucional respecto al 
tema objeto de estudio fue mediante la Sentencia C-263 de 2016, en la cual declaró 
inexequible un segmento del artículo 28 de la Ley 1508 de 2012, toda vez que este 
vulneraba el principio de unidad de materia. 
  
Según la Corte el aparte normativo demandado dispone una materia extraña al eje 
temático que define la Ley 1508 de 2012, pues no establece ningún contenido conexo 
con las APP, ya que se hace referencia a las empresas sociales del Estado que no 
decidan celebrar contratos bajo este esquema de asociación, razón principal por la 
cual la Corte decidió declarar inconstitucional el segmento citado anteriormente 
(Corte Constitucional. Sentencia C-263 de 2016). 
Finalmente encontramos la Sentencia C-050 de 2015, en la cual solicitan que se 
declare exequible de manera condicionada, o que se debe declarar la 
inconstitucionalidad del parágrafo del artículo 8° de la Ley 1508 de 2012, toda vez 
que sevulneran los principios de libre concurrencia, que incluye los de igualdad (C.P., 
art. 13) y libre competencia (C.P., art. 333), el de asociación (C.P., art. 38), el de 
liberalización en la prestación de los servicios públicos domiciliarios (C.P., art. 365), 
la cláusula del Estado social de derecho y los principios que rigen la función 
administrativa (C.P., art. 229).  
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 Por su parte, el máximo tribunal constitucional consideró que los cargos formulados 
con la acción de pública de constitucionalidad no cumplía los requisitos que la 
jurisprudencia constitucional de esta Corte ha establecido como necesarios para que 
pueda existir un fallo de mérito, entre los cuales exige particularmente la certeza y 
suficiencia de las acusaciones planteadas, por lo que la Sala decidió declararse 
inhibida para decidir la constitucionalidad sobre lo planteado en dicha acción pública 
(Sentencia C-050 de 2015). 
 
 La Ley 1508 de 2012 (art. 1°) define las APP como Asociaciones Público Privadas 
que sirven como instrumento de vinculación de capital privado a las obras públicas, y 
que a su vez convierten la infraestructura en una contratación entre una entidad del 
Estado y una persona natural o jurídica privada, esto con el fin de proveer bienes 
públicos y todo servicio adicional que requiera dicho contrato; se plantean 
mecanismos de pago sujetos a la disponibilidad y calidad del servicio de la 
infraestructura contratada. 
  
De una manera más amplia y específica el documento CONPES 3615 de 2009 define 
las APP como una especie de relación público privada construida a través de un 
contrato entre una organización pública y una compañía privada, con el fin de proveer 
y mantener bienes públicos y de servicios adicionales enmarcados en un largo plazo, 
financiados en el tiempo por el Estado, por la entidad contratada o una combinación 
de ambas fuentes.  
 
Dicha asociación transfiere y genera riesgos, derechos y obligaciones para las partes. 
Así mismo se establecen mecanismos de pago sujetos a la calidad y disponibilidad 
del servicio de la infraestructura proyectada, y en general se dispone de manera 
idónea una normatividad regulando los estándares de calidad de lo contratado e 
índices puntuales de cumplimiento (PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, 2015). 
  
Después de las anteriores consideraciones vemos que las APP se convierten, 
entonces, en un mecanismo mucho más efectivo que la normatividad anterior, al 
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alcanzar la competitividad que necesita el país; a través de estas se corrigen varios 
errores que se presentaban con las concesiones público-privadas, tales como los 
siguientes: 
 
a) Se establecen unos parámetros de disponibilidad y calidad de la 
infraestructura. 
b) Se desarrolla mediante un cumplimiento de plazo, no se manejan anticipos y 
la retribución se da de acuerdo con la disponibilidad del servicio. 
c) Se estructuran los proyectos mediante estudios, análisis de riesgos, evaluación 
socioeconómica y justificación de la modalidad de contratación. 
d) Se limitan las adiciones en recursos al 20% del valor del contrato. 
  
Mediante la norma que regula las APP se introducen diferentes nuevos conceptos con 
respecto a la normatividad anterior, y su significado se desarrolla dentro de la 
estructuración de diferentes normas, o incluso dentro de la misma estructuración del 
proyecto (DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN, DNP, 2017). Estos conceptos 
son los siguientes:  
  
a) RUAPP. Es el Registro Único de Asociaciones Público Privadas, donde se 
incluyen los proyectos más importantes de las entidades territoriales o de los 
entes gubernamentales, y a través del cual se verifica su respectivo trámite, el 
estado en el que se encuentra y la descripción de aquellos que han sido 
denegados. La entidad encargada de la administración de dicho registro es el 
Departamento Nacional de Planeación (ALCALDÍA DE BOGOTÁ, 2016). 
 
b) Pago por servicio. Significa que la remuneración al particular se realizará una 
vez el sector público verifique la disponibilidad de la infraestructura y el 
cumplimiento de los estándares y de los niveles de servicio acordados en el 
contrato. 
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c) Valor por dinero (VPD). Es una mezcla de la inversión asumida por las 
entidades estatales para desarrollar un proyecto de infraestructura, y su 
contribución para cubrir de manera idónea las necesidades de la sociedad. 
(DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN, DNP, 2017). 
  
Las Asociaciones Público Privadas tienen un marco legal y normativo; el respaldo 
legal se encuentra aprobado desde enero de 2012 y permite que su ámbito de 
aplicación esté amparado, dirigido y opere bajo el lente de entidades del Estado que 
se encargan que controlar que sus operaciones se encuentren dentro de los términos 
legales. Las APP no solamente se enfocan en los temas viales, sino que además 
operan en diversos sectores como infraestructura social, productiva y demás que se 
relacionen con bienes públicos que al servicio de los ciudadanos.  
  
En las Asociaciones Público Privadas se tienen origen e iniciativas de los proyectos 
desde la parte pública y la parte privada. En el proyecto de iniciativa de la parte 
pública la noción como tal del proyecto es constituido y organizado por la entidad 
pública, teniendo en cuenta la participación del sector privado; la fuente de los 
recursos económicos para su realización puede darse a través de los recursos 
públicos, del aprovechamiento económico de la Asociación Público Privada o una 
combinación de las dos, y cuando el proyecto es de iniciativa privada la noción 
conceptual es de este sector, caso en el cual el sector privado tiene la responsabilidad 
de toda la organización, teniendo en cuenta los riesgos y asumiendo el compromiso 
de la estructuración del proyecto como tal, sin que tenga participación la parte pública 
en reconocer parte económica en costos adicionales que de esta se deriven 
(PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, 2015). 
  
Cada una de dichas Asociaciones tiene sus propios requisitos, pero en general las 
APP tienen unos requisitos mínimos que deben ser tenidos en cuenta desde los dos 
enfoques. Uno de ellos es que los proyectos solo pueden ser llevados a cabo con unos 
esquemas de inversión, es decir que su monto económico sea mayor a seis mil (6.000) 
SMMLV, alrededor de ($4.426 millones) para el 2017.  
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Lo que se plantea es tener inversionistas estables con excelente capacidad económica, 
que no solamente se dediquen a construir obras, sino que tengan la estabilidad de las 
operaciones, que garanticen su mantenimiento en el tiempo; otro punto importante es 
que se tendrá un plazo hasta de 30 años, incluidas las prórrogas en los contratos, para 
la ejecución de los programas de Asociación Público Privada, y una tercera es que no 
serán aceptadas iniciativas de APP cuando en el proyecto al momento de ser 
presentado tenga que realizarse reforma alguna a concesiones o contratos ya 
existentes. Se debe respetar el compromiso adquirido en un contrato anterior, que ya 
ha cumplido con los requisitos de ley en los términos y condiciones que se tienen 
(ALCALDÍA DE MEDELLÍN, 2012). 
 
CONCLUSIONES 
  
Del trabajo realizado se puede concluir que una Asociación Público Privada es 
aquella relación entre una entidad pública y una compañía privada, que se materializa 
a través de un contrato con el fin de proveer un bien o servicio en un tiempo 
establecido, cuya financiación puede ser a través de pagos diferidos en el tiempo por 
parte del Estado, de los usuarios, del sector privado, o una combinación de ambas 
fuentes.  
  
El presente ensayo puede servir como referencia para futuros interesados en 
desarrollar el tema de las APP, ya que tiene la finalidad de identificar la importancia 
que estas tienen, sus generalidades, principales características e importancia que tiene 
el desarrollo de la Ley 1508 en la ejecución de las APP. 
  
En Colombia existe un gran número de municipios que no cuentan con una 
infraestructura vial adecuada que asegure el normal desplazamiento de las personas 
de un lugar a otro sin impedimentos, sin recorridos extensos, y que garantice la 
seguridad de dichas personas, por ello las APP surgen como esa necesidad de 
garantizar que los bienes y servicios que están a cargo del Estado se materialicen en 
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todo el territorio nacional a través de este tipo de asociaciones, haciendo efectivo el 
cumplimiento de los fines esenciales plasmados en nuestra Constitución. 
  
Finalmente, se puede concluir que en Colombia existe una tendencia de mayor 
frecuencia en el desarrollo de proyectos de APP, lo que no quiere decir que simple y 
llanamente está diseñada para el desarrollo de proyectos de infraestructura vial de 
transporte, por el contrario, según la Ley 1508 de 2012 permite que se desarrollen 
proyectos de APP en otros sectores, por lo que sería muy útil desarrollarlas como por 
ejemplo en el sector salud, educación, tecnología, entre otros, toda vez que este tipo 
de asociaciones son muy importantes para el desarrollo económico, vial y social del 
país. 
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